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Novedades en materia de operaciones vinculadas introducidas 
en la Ley del Impuesto sobre Sociedades 

Adjuntamos un resumen de las principales modificaciones en materia de operaciones vinculadas que 

se han introducido en la Ley del Impuesto sobre Sociedades (LIS) tras la aprobación de la reforma 

de la misma mediante la Ley 27/2014 de 27 de noviembre.  

1. Criterios de vinculación 

 El nuevo artículo 18 de la LIS mantiene en términos generales los existentes en la 

redacción anterior de la norma, con las siguientes excepciones (todas ellas largamente 

reclamadas):  

 Se ha eliminado el supuesto por el que se consideraban vinculados una entidad y los 

socios o partícipes de otra entidad, cuando ambas entidades pertenecían a un mismo 

grupo;  

 También deja de considerarse operación vinculada la retribución satisfecha por una 

entidad a sus consejeros y administradores (de hecho y de derecho) por el ejercicio de 

sus funciones; y 

 Se han suprimido los criterios de vinculación que establecía la anterior redacción para 

entidades no residentes con sus establecimientos permanentes en España1, así como 

para entidades que forman parte de un grupo que tribute en el régimen de los grupos 

de sociedades cooperativas. 

 En línea con los criterios existentes en otros países de nuestro entorno, se eleva al 25% el 

porcentaje de participación necesario para la existencia de vinculación cuando ésta se 

define en función de la relación socios o partícipes-entidad, en lugar del 5% (o 1% si se 

trata de valores admitidos a negociación en un mercado regulado) que establecía la norma 

anterior.  

2. Obligaciones de documentación 

 Se introduce una referencia genérica a los principios de proporcionalidad y suficiencia en 

relación con la obligación de mantener la documentación de precios de transferencia a 

disposición de la Administración tributaria.  

La norma, sin embargo, no aclara en qué se traducen tales principios o cómo deben 

tenerse en cuenta en la preparación de la documentación por parte del contribuyente o en 

el examen de la misma por la inspección, sin perjuicio de las referencias que a ellos 

                                           

1
 Si bien la mención a este supuesto, que también se recogía en la Ley de Impuesto sobre la Renta de No Residentes, se 

mantiene en la nueva redacción de esta norma (artículo 15.2) 
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puedan contener las Directrices de la OCDE sobre precios de transferencia y las 

recomendaciones del Foro Conjunto de la UE, a las que el Preámbulo de la Ley confiere 

valor interpretativo, siempre que no entren en contradicción con la normativa española.  

 Se amplía la posibilidad de acogerse al régimen simplificado de documentación (pendiente 

de desarrollo reglamentario) en relación con las personas o entidades vinculadas cuyo 

importe neto de la cifra de negocios sea inferior a 45 millones de euros (anteriormente el 

límite estaba situado en 10 millones).  

Se indican, no obstante, una serie de operaciones respecto de las cuales no resulta posible 

la aplicación de este régimen simplificado, que en términos generales, son las siguientes: 

(i) las realizadas con entidades vinculadas por contribuyentes del IRPF en el desarrollo de 

una actividad económica; (ii)  transmisiones de valores, (iii) transmisiones de negocios, 

(iv) aquéllas relacionadas con inmuebles y (v) las que se lleven a cabo con activos 

intangibles. 

 Se trasladan a la Ley determinadas excepciones a la obligación general de documentación, 

por contraposición al régimen anterior, en el que la mayoría de estas excepciones estaban 

recogidas en los artículos 18 y 20 del Reglamento. En concreto están exoneradas de dicha 

obligación las siguientes operaciones: 

 Las que tengan entre entidades que se integren en un mismo grupo de consolidación 

fiscal. 

 Las realizadas con sus miembros o con otras entidades integrantes del mismo grupo 

de consolidación fiscal por las agrupaciones de interés económico, y las uniones 

temporales de empresas (con excepciones para aquéllas que se acojan al régimen de 

exención de rentas obtenidas en el extranjero a través de un establecimiento 

permanente).  

 Las que se lleven a cabo en el ámbito de ofertas públicas de venta o de ofertas 

públicas de adquisición de valores. 

 Las realizadas con la misma persona o entidad vinculada, siempre que el importe de la 

contraprestación del conjunto de operaciones no supere los 250.000 euros, de acuerdo 

con el valor de mercado.  

A este respecto, se eliminan los supuestos de exigibilidad de la documentación 

específica, así como la excepción a la misma en el caso de que el importe de la 

contraprestación de las operaciones cuya documentación era exigible en su totalidad 

no alcanzara los 250.000 euros. 

 En relación con las situaciones de no exigibilidad de la documentación que son objeto de 

traslado del Reglamento a la Ley, desaparece la referida a las realizadas entre entidades 

de crédito en el seno de sistemas institucionales de protección – SIP – aprobados por el 

Banco de España.  

En términos generales, y por lo que respecta a las obligaciones de documentación en materia de 

operaciones vinculadas, cabe señalar que las modificaciones introducidas siguen una tendencia 

continuista y muy alineada con las directrices contenidas en los distintos trabajos llevados a cabo 

a este respecto tanto por la OCDE como por la Unión Europea. 

Está por ver, no obstante, si a través del desarrollo reglamentario pendiente se incorpora a 

nuestra legislación  alguna de las últimas recomendaciones de la Acción 13 del Plan de Acción de 

BEPS en materia de documentación (si bien es cierto que buena parte de las mismas ya se 
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encuentran en vigor) y en particular, si el requerimiento de información país a país que establece 

dicha Acción (Country by country report) tendrá algún impacto. 

3. Métodos de valoración 

 Se mantienen los cinco métodos de valoración tradicionalmente empleados para justificar 

la adecuación a mercado de las operaciones vinculadas.  

 En línea con la redacción actual de los Capítulos I a III de las Directrices de la OCDE, se 

suprime la jerarquía que aún estaba vigente en la norma anterior (preferencia del precio 

libre comparable, coste incrementado o reventa menos margen) atendiéndose a la 

naturaleza de la operación vinculada, la disponibilidad de la información fiable y el grado 

de comparabilidad con transacciones no vinculadas como factores para la selección del 

método. 

 Tomando también en consideración las últimas recomendaciones de la OCDE (tanto en las 

Directrices, de modo genérico, como en otros documentos más particulares, como el 

relativo a la modificación del Capítulo VI sobre intangibles dentro del Plan de Acción de 

BEPS), se ha habilitado a utilizar métodos y técnicas de valoración generalmente 

aceptados, siempre que respeten el principio de plena competencia. 

Resulta de agradecer la actualización de la norma española en este sentido, si bien es cierto 

que tanto la flexibilidad en la aplicación de los métodos como el uso de determinadas 

metodologías y prácticas de valoración ya venían siendo habituales a la hora de determinar el 

valor de mercado de las operaciones vinculadas.  

4. Categorías de operaciones 

 Se mantiene la redacción correspondiente a los apartados de servicios intragrupo y 

acuerdos de reparto de costes, eliminando la referencia a que las condiciones señaladas en 

los mismos constituyen requisitos para la deducibilidad de los gastos por ambos 

conceptos. 

Por lo que respecta a los primeros, cabe señalar que la normativa española se encuentra 

en consonancia con las directrices que en los últimos tiempos han publicado respecto de 

servicios de bajo valor añadido el Foro Conjunto de la UE y la OCDE en el seno del 

Proyecto BEPS (Acción 10). 

En ambos casos se abordan una serie de cuestiones que – en términos generales – venían 

ya siendo de aplicación en el análisis de esta categoría de operaciones, como por ejemplo, 

la categorización de los costes, la no deducibilidad de algunos de ellos (beneficio de 

accionista y duplicados). 

Nada recoge la norma española, sin embargo, respecto de otros aspectos tradicionalmente 

litigiosos, tales como los sistemas de acreditación y documentación de la prestación de los 

mismos, ni tampoco en relación con el establecimiento de posibles “puertos seguros” 

respecto del margen aplicable sobre los costes a la hora de determinar su precio2.   

                                           

2
  La OCDE recomienda a este respecto un margen de entre el 2% y el 5%, mientras que el Foro de la UE habla de entre 3% 

y un 10% con mediana del 5%. 
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 Se han trasladado a la Ley los requisitos establecidos en el Reglamento para equiparar el 

valor convenido y el valor de mercado en los casos de prestaciones de servicios por socios 

profesionales - personas físicas - a una entidad vinculada, introduciéndose a estos efectos 

determinadas modificaciones:  

 Se ha dejado de exigir que el resultado del ejercicio previo a la deducción de las 

retribuciones correspondientes a la totalidad de los socios-profesionales por la 

prestación de sus servicios sea positivo; 

 Se ha reducido del 85% al 75% del resultado (previo a la deducción de las 

retribuciones de la totalidad de los socios-profesionales por la prestación de sus 

servicios) el umbral mínimo de la cuantía de las retribuciones correspondientes a la 

totalidad de los socios-profesionales; 

 Se han modificado determinados límites relativos a la cuantía de las retribuciones de 

los socios-profesionales, permitiéndose, en caso de incumplimiento de los requisitos 

por parte de alguno de los socios-profesionales, que el resto que sí cumpla pueda 

aplicar este “puerto seguro”; y 

 Se ha eliminado el requisito de ser una de las entidades previstas en el artículo 101 

(entidades de reducida dimensión) a los efectos de que el contribuyente pueda 

considerar que el valor convenido coincide con el de mercado en los casos de 

prestación de servicios por un socio profesional a una entidad vinculada. 

 Por otro lado, y aunque no se encuentre específicamente recogida en el artículo de la Ley 

relativo a las operaciones vinculadas, merece la pena hacer mención a la limitación 

establecida dentro del artículo 15 (apartado j) a la no deducibilidad de los gastos 

correspondientes a operaciones realizadas con personas o entidades vinculadas que, como 

consecuencia de una calificación fiscal diferente en éstas, no generen ingreso o generen un 

ingreso exento o sometido a un tipo de gravamen nominal inferior al 10 por ciento. 

Al igual que en otras cuestiones, esta novedad trae causa de los últimos trabajos de la 

OCDE en materia de BEPS, y en particular de la Acción 2 del Plan (medidas para combatir 

abusos a raíz de diferencias en el tratamiento fiscal de instrumentos híbridos).  

5. Establecimientos permanentes  

 Se ha introducido un nuevo apartado que obliga a aquellos contribuyentes con 

establecimientos permanentes en el extranjero a incluir en su base imponible las rentas 

estimadas, valoradas en condiciones de mercado, que deriven de operaciones internas 

realizadas con éstos, siempre, eso sí, que lo permita un convenio para evitar la doble 

imposición internacional que resulte de aplicación.  

Debe reseñarse que hasta la fecha, ninguno de los Convenios suscritos por España recoge 

dicha posibilidad, sin perjuicio de que esto pueda tener lugar a partir de ahora en los que 

se firmen o renegocien. 

 En coherencia con lo anterior, la Ley del Impuesto sobre la Renta de No Residentes recoge 

también nueva disposición adicional (sexta) a través de la cual se permite, a los efectos de 

determinar la renta de un establecimiento permanente situado en territorio español,  la 

deducción de los gastos estimados (valorados en condiciones de mercado) por operaciones 

internas realizadas con su casa central o con alguno de sus establecimientos permanentes 

situados fuera del territorio español, teniendo en cuenta a estos efectos determinadas 

circunstancias, y nuevamente siempre que medie Convenio que habilite a ello.  
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Las modificaciones en ambos impuestos están dirigidas a aportar claridad en la determinación 

de la base imponible derivada de “operaciones” realizadas entre establecimientos permanentes  

y su casa central u otras partes de la misma, en línea con los trabajos que a este respecto ha 

llevado a cabo la OCDE (particularmente, el de atribución de rentas al establecimiento 

permanente, y en menor medida, el derivado de la Acción 7 del Plan de BEPS). 

6. Acuerdos previos con la Administración 

Se establece una importante novedad relativa a la retroactividad de este tipo de acuerdos: 

mientras en la normativa anterior sus efectos podían alcanzar a las operaciones del período 

impositivo en que se alcanzaba tal acuerdo, así como a las del período anterior (siempre que 

no hubiera finalizado el plazo voluntario de presentación de la declaración por el impuesto 

correspondiente), la nueva norma prevé que sus efectos alcancen también a las operaciones 

de todos los períodos impositivos anteriores, siempre que no hubiese prescrito el derecho de la 

Administración a determinar la deuda tributaria mediante la oportuna liquidación ni hubiese 

liquidación firme que recaiga sobre las operaciones objeto de solicitud. 

7. Ajuste secundario 

 Atendiendo a lo dispuesto por el TS en su sentencia del mes de mayo en relación con 

determinadas disposiciones sobre el Reglamento del Impuesto sobre Sociedades, se ha 

incorporado en el cuerpo de la Ley la literalidad de lo previsto en el artículo 21 bis, 

apartado segundo, del RIS, relativo al tratamiento de las diferencias valorativas en los 

supuestos en los que la vinculación se defina en función de la relación socios o partícipes-

entidad.  

 Se ha incorporado, como novedad, la posibilidad de que no se aplique este ajuste 

secundario, cuando se proceda a la restitución patrimonial de las diferencias que se 

pongan de manifiesto como consecuencia de la incorrecta valoración a mercado de una 

determinada operación vinculada, remitiéndose a estos efectos a un ulterior desarrollo 

reglamentario, y aclarando que esta restitución no determinará la existencia de renta en 

las partes afectadas. 

8. Procedimiento de comprobación del valor normal de mercado 

Las modificaciones introducidas en este apartado no alteran de manera sustancial las líneas 

maestras del procedimiento para la comprobación del valor normal de mercado en operaciones 

vinculadas, si bien hay determinadas cuestiones que es preciso hacer notar: 

 Se ha eliminado la posibilidad de instar la tasación pericial contradictoria como fórmula 

para determinar el valor normal de mercado: de hecho se introduce un nuevo apartado 

que impide la utilización de este mecanismo. 

 Se amplía en términos genéricos el alcance de las actuaciones que puede llevar a cabo la 

Administración tributaria: mientras que la anterior redacción de la norma le facultaba para 

comprobar que las operaciones realizadas entre partes vinculadas se valoraban por su 

valor normal de mercado, el nuevo apartado 10 del artículo18 establece que podrá 

comprobar las operaciones realizadas entre partes vinculadas (sin limitarse 

exclusivamente a su valoración). 
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En consonancia con lo anterior, donde la norma hablaba antes de correcciones 

“valorativas” ahora menciona correcciones, sin más. 

Dichas modificaciones parecen destinadas a habilitar a la Administración a efectuar 

correcciones tanto valorativas como de recalificación de la naturaleza jurídica de la 

transacción vinculada objeto de comprobación. 

De nuevo aquí parece observarse la influencia del Plan de Acción de BEPS, en particular en 

lo tocante a los conceptos de recaracterización y riesgos de las Acciones 9 y 10, si bien 

ambas están pendientes aún de desarrollo por parte de la OCDE.  

9. Régimen de infracciones y sanciones 

En términos generales, y como apunta el propio preámbulo de la Ley 27/2014, las novedades 

introducidas en este ámbito reside tienen como objetivo suavizar el sancionador vigente hasta 

este momento.   

 Se han mantenido como tipos infractores (i) la falta de aportación de la documentación o 

su aportación de forma incompleta o con datos falsos, así como (ii) que el valor normal de 

mercado que se derive de la documentación no sea el declarado en el impuesto 

correspondiente. 

 Sin perjuicio de lo anterior, el segundo de ellos sólo tiene tal condición cuando conlleve la 

realización de correcciones por la Administración tributaria, mientras que el primero 

constituye infracción incluso en ausencia de correcciones por parte de la Administración. 

 En ambos casos, la infracción se ha seguido tipificando como grave. 

 Por lo que respecta a las sanciones, para el primer supuesto, y en ausencia de corrección 

valorativa, se ha mantenido la cuantificación como una multa pecuniaria fija, pero su 

importe se reduce a 1.000 euros por cada dato (antes 1.500 euros) y 10.000 euros por 

cada conjunto de datos (antes 15.000 euros) omitido o falso, y se mantienen los límites 

máximos en los mismos términos existentes hasta ahora.  

Para el segundo supuesto (o para el primero si media corrección valorativa) se mantiene la 

multa pecuniaria proporcional del 15% sobre el importe de las cantidades que resulten de 

las correcciones, pero se suprime el mínimo del doble de la sanción que corresponda por 

aplicación de la multa pecuniaria fija (lo cual es lógico, dado que ya no resulta aplicable en 

este caso). 

 Se mantienen, en términos generales, todas las referencias a la incompatibilidad con las 

sanciones del 191 y siguientes de la LGT, a la no comisión de las infracciones recogidas en 

dichos artículos si se cumple con las obligaciones de documentación, a la compatibilidad 

con las sanciones del artículo 203 y a la posibilidad de reducción de las mismas en los 

términos del 188 de la LGT. 

 Por último, la modificación más relevante en este apartado es la referida a la ausencia de 

efectos del valor de mercado determinado para el IS, el IRNR o el IRPF respecto de otros 

impuestos, y viceversa.  
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10. Operaciones realizadas con o por entidades residentes en paraísos 

fiscales 

 Se mantiene la obligación de valorar y documentar las operaciones efectuadas con 

personas o entidades residentes en paraísos fiscales por el valor de mercado, y se elimina 

la posibilidad de emplear la valoración convenida por las partes en el caso de que la 

tributación resultante en España fuera mayor. 

11. Reducción de las rentas procedentes de determinados activos 

intangibles (“Patent Box”) 

 Se mantiene en términos generales la redacción dada por la Ley 14/2013 de 27 de 

septiembre, con determinadas precisiones: 

 A falta de un posible desarrollo reglamentario que elimine los supuestos que pudieran 

generar incertidumbre en la determinación de la renta, se elimina la referencia a la 

presunción del 80 por ciento de los ingresos procedentes de la cesión como renta neta 

imputable en aquellos casos en los que el activo objeto de cesión no se encontrara 

reconocido en el balance de situación de la entidad licenciante.  

 En la medida en que se elimina la deducción por reinversión de beneficios 

extraordinarios, se elimina a su vez la referencia a la incompatibilidad con ésta 

existente hasta ahora.  

Por último, en el artículo relativo a las incorporaciones dentro del régimen de consolidación 

fiscal se aclara que la incorporación de los ingresos, gastos o resultados relativos a la 

reducción prevista en el artículo 23 de la Ley se realizará en la base imponible del grupo 

fiscal en el período impositivo en que aquellos se entiendan realizados frente a terceros. 
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